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Resumen: en el presente aporte académico nos dedicaremos a 
identificar las barreras normativas que los pueblos indígenas 
peruanos, comunidades campesinas y nativas tienen para acce-
der a la justicia constitucional por no tener al castellano como 
lengua originaria, a desentrañar cuál es la fundamentación que 
subyace en las mismas; así como, en el silencio jurisprudencial 
al respecto. Una vez realizado ello nos orientaremos a proponer 
modificaciones legislativas para eliminar dichos obstáculos que 
resultan contrarios a un Estado de Derecho constitucional. Tam-
bién, haremos referencia a las iniciativas del Poder Judicial y Tri-
bunal Constitucional por democratizar la justicia constitucional.
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Abstract: in this academic contribution we will dedicate our-
selves to identify the normative barriers that Peruvian indige-
nous peoples, peasant and native communities have to access 
constitutional justice due to not having spanish as their nati-
ve language, to unravel the foundation that underlies them; as 
well as, in the jurisprudential silence in this regard. Once this 
is done, we will focus on proposing legislative modifications to 
eliminate these obstacles that are contrary to a constitutional 
rule of law. Also, we will make reference to the initiatives of the 
Judiciary and the Constitutional Court to democratize consti-
tutional justice.
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I. Introducción

En la actualidad nos encontramos enfrentado las primeras con-
secuencias del fenómeno progresista-explotador presente en la 
modernidad, dicho fenómeno tiene como guía a la razón. Esta 
razón nos indica o que se debe alcanzar el tan anhelado progreso, 
el cual es entendido como el aprovechamiento de la naturaleza 
para nuestras necesidades básicas y aquellas que no lo son. No 

| 152 

Paola Brunet Ordoñez Rosales



obstante, este progreso es el sustento de actos de explotación, 
colonización. Justamente esta contradicción se evidencia en los 
diversos conflictos sociales que se desarrollan entre los pueblos 
indígenas, las denominadas comunidades campesinas y nativas, 
los privados cuyas actividades están en tensión con el modo de 
vivir de dichos pueblos y el Estado.

En ese sentido, estamos obligados a debatir sobre la intercul-
turalidad y sus consecuencias jurídicas, si bien, el tema no resulta 
nuevo, si lo es el que “hemos tomado conciencia de nuestra di-
versidad cultural como país y de toda la riqueza y complejidad 
que esto conlleva”.2 

Ahora bien, en el Perú la discusión académica sobre estos te-
mas es algo tardía; sin embargo, no por ello menos urgente de 
realizarla, de enriquecer el debate, por ello que con este artículo 
aspiramos a coadyuvar a dicho objetivo. Pues, creemos que un es-
pacio de discusión disminuye las tensiones, lo que a su vez redu-
ce la posibilidad de enfrentamientos sociales como el denomina-
do Baguazo, cruento hecho acaecido en el Perú específicamente 
el departamento de Amazonas en el año 2009 que tuvo víctimas 
mortales (indígenas y policiales) que todos lamentamos.

Acorde con lo expresado, por un lado, se recuerda que nues-
tra diversidad cultural, étnica y lingüista se encuentra reconoci-
da en la actual Constitución en sus artículos 2 numeral 19, 17, 
48, 88, 89 y 149, por citar algunas disposiciones constitucionales; 
en consecuencia, corresponde respetarla. No obstante, hasta hoy 
2024, existen sectores de la sociedad que se resisten a recono-
cerla y buscan aún la homologación cultural, amparados en un 
concepto cada vez más discutido, el Estado Nación. Se propugna 
esta formal igualdad incluso si esta implica la desculturalización 
de muchos compatriotas, amparándose en el proceso de sincre-
tismo cultural que se ha dado en el Perú. 

Y por otro, que el reconocimiento constitucional de la exis-
tencia de los pueblos indígenas, reconocidos en la Constitución 
por vez primera ocurre en el siglo xx con la Constitución de 

2	 García Belaunde, Domingo, “Bases para la Historia Constitucional del 
Perú”, Boletín Mexicano de Derecho Comparado, Nueva serie, año XXXIII, 
núm. 98, mayo–agosto, México, 2000.
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1920, cuyo artículo 58 las reconoce como comunidades indíge-
nas. Luego, la Constitución de 1979, consagró en su artículo 161 
una política asimilacionista por parte del Estado Peruano, a saber, 
aquella que propicia la superación cultural de los indígenas, pro-
mueve una única forma de vida, propia de clase-elite dominan-
te y busca la homogeneidad y unidad cultural. Esto varió con la 
actual Constitución, pues en ella se asume una política de pro-
tección, vía reconocimiento de la diversidad étnico, lingüística y 
cultural ya referida.

En esta línea, insistimos en la desculturalización, entendida 
como proceso de pérdida de la cultura originaria que padecen 
integrantes de pueblos indígenas peruanos. Al respecto, cree-
mos que dicho proceso tiene aún en los entes estatales, entre los 
que están aquellos que conforman el sistema de justicia, aliados, 
pues, estos brindan sus servicios, realizan sus tareas o labores 
sin respetar la diversidad existente en la población peruana. Lo 
que niega la posición de protección asumida por el constituyente 
del 1993 e incluso de la jurisprudencia nacional e internacional, 
como el de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

La complicidad de los órganos integrantes del sistema de jus-
ticia, entre los que están el Poder Judicial y Tribunal Constitucio-
nal, con la desculturalización de los integrantes de pueblos indí-
genas, comunidades campesinas y nativas responde a la existencia 
de barreras normativas; así como, a la ausencia en la formación 
de los operadores del derecho de la realidad social y cultural del 
país, entre otros. Situación que de manera especial urge revertir 
en la jurisdicción constitucional, dada su naturaleza extraordina-
ria y a la urgencia en la tutela que brinda.

En este contexto, cabe agregar que los órganos que adminis-
tran justicia constitucional y defienden la vigencia efectiva de los 
derechos constitucionales, a saber, el Poder Judicial y el Tribunal 
Constitucional han emitido escasos pronunciamientos en materia 
de derechos de los pueblos indígenas, comunidades campesinas 
y nativas. Los que han sido posibles gracias a que dichos pueblos, 
pese a los obstáculos utilizan los mecanismos procesales y juris-
diccionales oficiales para exigir judicialmente la vigencia de sus 
derechos consagrados en la legislación nacional; así como, los que 
le son reconocidos en tratados internacionales, como el Convenio 
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169 Sobre Pueblos indígenas y tribales en países independientes 
de la OIT, en adelante Convenio 169 de la OIT, que por mandato 
constitucional forman parte de la normativa nacional con rango 
constitucional, esto último ratificado por el Tribunal Constitu-
cional en la STC 0047-2004-AI, FJ 22, 8 de mayo de 2006.

A lo manifestado, cabe agregar que las barreras normativas 
que los pueblos indígenas peruanos deben soslayar para acceder 
a la justicia constitucional también tienen en el silencio jurispru-
dencial un cómplice, es decir, ni con las técnicas de hermenéuti-
ca han sido eliminadas, por lo que urge discutir el tema; así como 
brindar algunas propuestas de solución. 

II. Planteamiento del problema

El presente trabajo tiene como tema de estudio “Las barreras 
normativas al acceso a la justicia constitucional de los pueblos 
indígenas peruanos cuya lengua originaria es distinta al caste-
llano”. Asunto de suma importancia que permite identificar los 
obstáculos normativos que dichos pueblos deben superar para 
acudir en igualdad de condiciones a los órganos jurisdiccionales 
y así poder, de ser el caso, definir alguna situación de su interés.

En esa línea, el problema principal se expresa en los siguien-
tes términos: ¿Existen en el ordenamiento jurídico constitucional 
peruano barreras normativas que impiden el goce del derecho de 
acceso a la justicia a los pueblos indígenas, comunidades campe-
sinas y nativas del Perú? Asimismo, como problema secundario y 
como consecuencia del anterior, comprobar si dichos obstáculos 
pueden ser superados con la jurisprudencia o requieren de una 
modificaciòn modificación legislativa.

La solución que proponemos a la interrogante planteada y que 
se expone como hipótesis central, es que efectivamente si existen 
barreras normativas en el ordenamiento jurídico constitucional 
que impiden el goce en igualdad del derecho al acceso a la justicia 
a los pueblos indígenas, comunidades campesinas y nativas, cuya 
eliminación resulta urgente. Y como hipótesis secundaria propo-
nemos que la modificación legislativa es el mecanismo idóneo para 
eliminar las barreras normativas que dificultan el acceso a la justicia 
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a los pueblos indígenas, comunidades campesinas y nativas. Ambas 
conjeturas son demostradas con literatura autorizada, legislación 
comparada y decisiones del Poder Judicial, Tribunal Constitucio-
nal y organismos internacionales.

En lo concerniente al marco teórico, el presente trabajo está 
estructurado en 4 (cuatro) secciones, a saber:

•	 El derecho de acceso a la justicia en el idioma propio en 
el caso peruano.

•	 La pertinencia cultural en el servicio de justicia que se 
brinda a los Pueblos indígenas, comunidades campesinas 
y nativas del Perú. 

•	 Las barreras normativas al acceso a la justicia constitucio-
nal de los pueblos indígenas, comunidades campesinas y 
nativas del Perú y propuesta legislativas para eliminarlas.

•	 Iniciativas del Poder Judicial y Tribunal Constitucional 
que fomentan un adecuado acceso a la justicia constitu-
cional de los Pueblos indígenas del Perú. 

Cada sección, según corresponda implicará el análisis de la 
jurisprudencia del Tribunal Constitucional peruano, Poder Judi-
cial y otros órganos jurisdiccionales, tanto nacionales como in-
ternacionales. 

III. El derecho de acceso a la  
justicia constitucional en el 

 idioma propio en el caso peruano

Los derechos fundamentales tal como ha expresado el Tribunal 
Constitucional comprenden tanto 

[…] los presupuestos éticos como los componentes jurídicos, sig-
nificando la relevancia moral de una idea que compromete la dig-
nidad humana y sus objetivos de autonomía moral, y también la 
relevancia jurídica que convierte a los derechos en norma básica 
material del ordenamiento, y es instrumento necesario para que 
el individuo desarrolle en la sociedad todas sus potencialidades. 
Los derechos fundamentales expresan tanto una moralidad básica 
como una juridicidad básica.3 

3	 Tribunal Constitucional, STC 01417-2005-AA/TC, p. 2. 
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En consonancia con lo señalado se recuerda que los derechos 
fundamentales requieren de mecanismos que los garanticen, 
pues, sin ellos quedan desprovistos de valor normativo. La actual 
Constitución en su Título V regula las Garantías Constituciona-
les, denominadas por la Ley 28237 que aprueba el Código Pro-
cesal Constitucional, procesos constitucionales. Los que se cla-
sifican, en procesos constitucionales de la libertad entre los que 
están el hábeas corpus, amparo, hábeas data y cumplimiento, y, 
los orgánicos que son: la acción de inconstitucionalidad, acción 
popular y el conflicto competencial.

Los procesos constitucionales enunciados líneas arriba son 
resueltos tanto por el Poder Judicial como el Tribunal Consti-
tucional. El primero conoce de los procesos constitucionales de 
la libertad, en los que el segundo interviene de manera extraor-
dinaria ante resoluciones denegatorias. También este Poder del 
Estado conoce de manera exclusiva las demandas de acciones po-
pulares. Por su parte, el Tribunal Constitucional de manera ex-
clusiva resuelve demandas de inconstitucionalidad y conflictos 
competenciales. 

De manera puntual, en relación a los pueblos indígenas, co-
munidades campesinas y nativas corresponde analizar los al-
cances del derecho al acceso a la justicia y el de usar el propio 
idioma ante cualquier autoridad reconocidos en los artículos 139 
numeral 3 y 2 numeral 19 de la Constitución respectivamente. 
Antes de ello, resulta pertinente referir que en la actualidad se-
gún cifras dadas por el Ministerio de Cultura el Perú cuenta con 
55 pueblos indígenas u originarios identificados4 y una cantidad 
similar de lenguas originarias.

En relación al acceso a la justicia consagrado en el artículo 
139 inciso 3 de la Constitución, se reconoce que por dicha pre-
rrogativa toda persona puede “recurrir a los órganos jurisdic-
cionales para hacer valer su pretensión, sin que se le obstruya 
o disuada de manera irrazonable”.5 Sin embargo, esta potestad 
constitucional no implica que los órganos jurisdiccionales deban 

4	 Ministerio de Cultura, página institucional, www.cultura,gob,pe
5	 Landa Arroyo, El Derecho al debido proceso en la jurisprudencia, setiembre 

2012.
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admitir y luego estimar las demandas, si no, que las mismas sean 
analizadas adecuadamente por estos. Otro aspecto a estimar es 
que el ejercicio del derecho en comentario está condicionado al 
cumplimiento de ciertos requisitos. 

En la actualidad, el derecho al acceso a justicia implica tam-
bién la obligación estatal de garantizar las condiciones materiales 
para su ejercicio, verbigracia, órganos jurisdiccionales a nivel na-
cional, operadores judiciales, jurisdiccionales como administra-
tivos que de ser el caso hablen el idioma predominante de la zona 
en la que se ubican y material logístico necesario.

Previo a brindar alcances sobre el derecho a usar el propio 
idioma ante cualquier autoridad, corresponde señalar que una 
de las facultades inherentes a la persona humana es hablar, casi 
como respirar o ver; sin embargo, es relevante advertir como 
bien lo hace Alberto Escobar, que la lengua es aprendida en y de 
la comunidad como parte del proceso de socialización.6 

Ahora bien, continuando con nuestro razonar precisamos 
que la lengua es el código que utiliza una determinada colectividad 
de hablantes para comunicarse entre sí, resulta asimismo un sis-
tema simbólico con el que interactúa un grupo humano y es tam-
bién el lenguaje humano de una comunidad constituida, siendo 
de esta manera un elemento identificador de una etnia.7 Y por su 
parte, el idioma es el código, pero de una colectividad que se iden-
tifica como nación o pueblo y pareciera por ello que tiene mayor 
incidencia jurídica. El idioma, al igual que la lengua, se desarrolla 
en un territorio más o menos amplio.

Es importante precisar que la mayor incidencia jurídica del 
idioma en comparación con la lengua es engañosa, toda vez que, 
en diversos documentos jurídicos, como las Constituciones, se 
hace referencia a lenguas e idiomas dando a ambos términos el 
mismo nivel legal, verbigracia, el artículo 48 de la Constitución 
peruana.

6	 AA.VV. “Perú ¿País bilingüe?”, José Matos Mar, Lima, Instituto de Estudios 
Peruanos, 1975, p. 35.

7	 Zúñiga, Madeleine, citada en Bermúdez Tapia, Manuel, Los derechos lin-
güísticos, 2ª. ed., Lima, Ediciones legales, 2002, p. 39.
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Expresado lo anterior corresponde manifestar que el dere-
cho a usar el propio idioma ante cualquier autoridad mediante 
un intérprete reconocido en el artículo 2 numeral 19 de la Ley 
fundamental, potestad que beneficia también a los extranjeros 
residentes en el país, constituye una prerrogativa que busca pre-
servar la identidad cultural8 de las personas, que también cons-
tituye un derecho; así como, su sentir colectivo, pues el uso de la 
lengua cobra sentido en un grupo.9 Además, de constituir un ele-
mento objetivo según el Convenio 169 de la OIT al momento de 
identificar a un pueblo indígena, comunidad campesina y nativa. 

Cabe agregar que, tal como señala el Programa de las Nacio-
nes Unidas para el desarrollo (PNUD) en su Informe sobre desa-
rrollo humano 2004: “[…] reconocer una lengua implica más que 
su mera utilización. Simboliza el respeto por las personas que la 
hablan, su cultura y su inclusión total en la sociedad. El Estado 
puede mostrarse ciego ante la religión, pero no puede quedarse 
mudo ante la lengua […]”

Por lo expuesto, si bien se admite la obligación constitucional 
de permitir a las personas involucradas en un proceso penal ha-
cer uso de su propio idioma para ejercer su derecho de defensa, 
creemos que ese deber constitucional tiene ser extendido a las 
otras disciplinas jurídicas como la civil, constitucional, laboral, 
etcétera. 

IV. La pertinencia cultural en el  
servicio de justicia que se brinda a  

los Pueblos indígenas del Perú

Antes de iniciar esta sección es indispensable señalar que en 
nuestra normativa los pueblos indígenas, denominados en nues-
tra actual Constitución comunidades campesinas y nativas son 

8	 Tribunal Constitucional, STC 00872-1999-AA/TC el derecho de las per-
sonas a tener su propia vida, y cultura, con todas sus manifestaciones, a 
profesar y practicar su propia religión, a emplear su propio idioma y a cul-
tivarlos procurando la coexistencia de diversas culturas y el desarrollo de 
los pueblos en forma pacífica.

9	 Tribunal Constitucional STC 04719-2007-HC/TC p. 13.
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también conocidos como pueblos originarios. Otro punto inicial, 
importante es que en nuestra historia constitucional las comu-
nidades indígenas en un inicio, luego comunidades campesinas y 
nativas, desde la reforma agraria, específicamente con el Decreto 
Ley 17716, del 24 de junio de 1969, recién obtienen un reconoci-
miento constitucional en el siglo xx. 

El Perú a inicios del siglo xx emprende los primeros pasos 
para abandonar el afán de ciudadanizar a su población dentro 
de un proyecto mono-cultural; ello sucede en lo que el profe-
sor Domingo García denomina tercer período de nuestra historia 
constitucional, específicamente el 18 de enero de 1920 con la 
promulgación de la Constitución de 1920, que contiene el primer 
reconocimiento constitucional de las comunidades indígenas en 
su artículo 5810 al considerarlas como sujeto colectivo,11 claro está 
en la lógica de un Estado que se sustentaba en la ficción de la 
homogeneidad cultural. 

Luego, el legislador de 1933 otorgó a las comunidades de in-
dígenas todo un título.12 De la lectura de los mismos se aprecia 

10	 “El Estado protegerá a la raza indígena y dictará leyes especiales para su 
desarrollo y cultura en armonía con sus necesidades. La Nación reconoce 
la existencia legal de las comunidades de indígenas y la ley declarará los de-
rechos que les corresponden”, Constitución de 1920, citado en Gregor Ba-
rié, Cletus, Pueblos indígenas y derechos constitucionales en América Latina: 
un panorama, México, INI (Instituto Nacional Indigenista), III (Instituto 
Indigenista Interamericano), 2000, p. 457.

11	 Yrigoyen Fajardo, Raquel, Tratamiento Judicial de la diversidad cultural y la 
jurisdicción especial en el Perú, Ponencia presentada en el Congreso Inter-
nacional de Antropología Jurídica y Derecho Consuetudinario, organiza-
do por la Asociación Internacional de Antropología Jurídica y Pluralismo 
Legal y por la Red Latinoamericana de Antropología Jurídica (RELAJU). 
Arica, 13-17 de marzo, 2000, http://www.alertanet.org

12	 “Título XI Comunidades Indígenas. Artículo 207.- Las comunidades indí-
genas tienen existencia legal y personería jurídica.

	 Artículo 208.- El Estado garantiza la integridad de la propiedad de las co-
munidades. La ley organizará el catastro correspondiente.

	 Artículo 209.- La propiedad de las comunidades es imprescriptible en 
inenajenable, salvo el caso de expropiación por causa de utilidad pública, 
previa indemnización. Es, asimismo, inembargable.

	 Artículo 210.- Los Concejos Municipales ni corporación o autoridad alguna 
intervendrán en la recaudación ni en la administración de las rentas y bie-
nes de las comunidades.
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que el Estado peruano continuó con la negación de la pluralidad 
cultural en nuestro país y su regulación se circunscribió al aspec-
to económico (tierras, expropiación). 

Después, la Constitución de 1979 mantiene algunos elemen-
tos del régimen anterior como el monismo legal, con lo que des-
conoce el derecho consuetudinario13 de los pueblos indígenas, 
esencial para desarrollar su proyecto de vida en concordancia 
con sus normas. Pese a la concertación política lograda para la 
emisión de la Carta de 1979, dicho consenso fue ciego a nuestra 
realidad nacional, tal vez porque, a decir de Víctor Raúl Haya de 
la Torre,14 si bien el campesinado, indígena en su mayoría, era 
vasto, también era ignaro y no tenía consciencia de clase. 

Otro aspecto importante de la Constitución de 197915 es que 
sobrevalora la cultura predominante como superior, avanzada, 

	 Artículo 211.- El Estado procurará de preferencia adjudicar tierras a las 
comunidades de indígenas que no las tengan en cantidad suficiente para 
las necesidades de su población, y podrá expropiar, con tal propósito, las 
tierras de propiedad privada conforme a lo dispuesto en el párrafo segundo 
del artículo 29.

	 Artículo 212.- El Estado dictará la legislación civil, penal, económica, edu-
cacional y administrativa, que las peculiares condiciones de los indígenas 
exigen”.

13	 Entendemos por derecho consuetudinario el sistema de normas, valores y 
principios que permite a los pueblos y comunidades regular su vida social, 
resolver conflictos y organizar el orden en el marco de su cultura y necesi-
dades sociales. Tal derecho incluye pautas antiguas o nuevas, propias o adop-
tadas, pero correspondientes al sistema cultural de sus usuarios y percibidas 
como propias. También incluye las reglas para crear o cambiar reglas.

14	 Germaná, César, “La polémica Haya de la Torre – Mariátegui, reforma o 
revolución en el Perú”, Análisis, núm. 2-3, Lima, 1977, p. 153.

15	 “Capítulo VIII. De las comunidades campesinas y nativas: Artículo 161.- 
La Comunidades Campesinas y Nativas tienen existencia legal y personería 
jurídica. Son autónomas en su organización, trabajo comunal y uso de la tie-
rra, así como en lo económico y administrativo dentro del marco que la ley 
establece. El Estado respeta y protege las tradiciones de las Comunidades 
Campesinas y Nativas. Propicia la superación cultural de sus integrantes. 

	 Artículo 162.- El Estado promueve el desarrollo integral de las Comunidades 
Campesinas y Nativas. Fomentan las empresas comunales y cooperativas. 

	 Artículo 163.- Las tierras de las Comunidades Campesinas y Nativas son in-
embargables e imprescriptibles. También son inalienables, salvo ley fundada
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civilizada y si bien reconocía algunos aspectos de otras culturas, 
lo hacía bajo una mirada paternalista, tal como se evidencia en su 
artículo 161, que prescribe que: “[…] el Estado respeta y protege 
las tradiciones de las comunidades campesinas y nativas. Propi-
cia la superación cultural de sus integrantes”, no reconoció el ca-
rácter multicultural de nuestra sociedad.

La Constitución de 1993, pese a lo polémico de su origen, 
trae consigo el reconocimiento constitucional de los derechos 
indígenas. A saber, reconoce el pluralismo cultural existente en 
nuestra sociedad, el derecho individual a la identidad diferen-
ciada y del derecho colectivo de las diferentes culturas y grupos 
étnicos a recibir respeto y protección por parte del Estado. Así, 
el Estado Peruano en su texto constitucional16 consagra derechos 
específicos a las comunidades campesinas y nativas como son 
los derechos a la identidad cultural, a la educación respetando la 
cultura, a una educación intercultural bilingüe, al uso del idioma 
propio, a la existencia legal propia y al ejercicio de funciones ju-
risdiccionales; derechos cuyo contenido en su mayoría han sido 
desarrollados por el Tribunal Constitucional.

En concordancia con lo manifestado, cabe añadir que el re-
conocimiento formal a nivel constitucional de la diversidad étni-
ca, lingüística y cultural genera en los órganos que conforman el 
sistema de justicia un compromiso histórico con lograr la igual-
dad en materia de derechos lingüísticos al administrar justicia, 
con enfoque intercultural17 a todos los peruanos, en especial de 
aquellos que integran pueblos indígenas u originarios. Por más 

	 en el interés de la Comunidad, y solicitada por una mayoría de los dos 
tercios de los miembros calificados de esta, o en caso de expropiación por 
necesidad y utilidad públicas. En ambos casos con pago previo en dinero. 
Queda prohibido el acaparamiento de tierras dentro de la Comunidad”.

16	 El artículo 2 inciso 19), el artículo 15, el artículo 17, el artículo 48, el artí-
culo 88, artículo 89 y el artículo 149.

17	 Ministerio de Cultura, La Guía de lineamientos denominada Servicios Pú-
blicos con Pertinencia Cultural, Guía para la Aplicación del Enfoque Inter-
cultural en la Gestión de Servicios Públicos aprobada mediante Resolución 
Ministerial 124-2015-MC, el enfoque intercultural es un marco de análisis y de 
acción que se basa en el reconocimiento y la valoración positiva de las diferen-
cias culturales, con el objetivo de construir relaciones reciprocas y equitativas 
entre los diferentes grupos étnico-culturales, p. 21.
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que, el camino para lograr ello es complejo, en atención a la plu-
riculturalidad y el multilingüismo presentes en el Perú resulta 
necesario transitar esta vía, pues pertenecer a una de las diversas 
culturas que coexisten en nuestro país, en especial a la de los 
pueblos indígenas, comunidades nativas y campesinas, en ade-
lante pueblos indígenas u originarios; así como, tener una lengua 
materna diferente al castellano, con frecuencia es un factor de 
discriminación y marginación por parte del Estado y de sectores 
de la sociedad.

Dicha diferenciación injustificada no resulta tolerable en un 
Estado Constitucional, pues constituye un obstáculo para que 
miles de peruanos y peruanas ejerzan su derecho de acceso a la 
justicia constitucional, lo que incide en la postergación de sus 
posibilidades de desarrollo social, económico; así como, la cons-
trucción y fortalecimiento de la ciudadanía que valore su identi-
dad cultural, en resumen, el desarrollo de su proyecto de vida en 
dignidad.

En ese orden de ideas, se configura la necesidad de crear con-
diciones que permitan promover el uso de las lenguas aboríge-
nes18 u originarias del país, su conservación y revalorización, por 
tratarse de un factor que fortalece la identidad cultural de los 
pueblos indígenas u originarios peruanos en el ámbito del acceso 
a la justicia. Para ello es necesario dotar de mecanismos institu-
cionales, lo que incluye los normativos, que permitan el acceso a 
la justicia, de los integrantes de los pueblos indígenas, comunida-
des nativas y campesinas, que históricamente han sido posterga-
das por el Estado.

La valoración cultural está presente al brindar el servicio pú-
blico de justicia culturalmente pertinente, tal como prescribe la 
Guía de lineamientos denominada Servicios Públicos con Pertinen-
cia Cultural, Guía para la Aplicación del Enfoque Intercultural en la 
Gestión de Servicios Públicos aprobada mediante Resolución Mi-
nisterial 124-2015-MC, publicada en el Diario Oficial El Peruano; 
pues ella permite que las autoridades del sistema estatal de justi-
cia otorguen un mejor tratamiento a los ciudadanos integrantes 
de pueblos indígenas, comunidades nativas y campesinas.

18	 Término utilizado por la Constitución Política del Perú de 1993, artículo 48.
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Debido a la relevancia de una adecuada labor jurisdiccional 
que conjugue la garantía de los derechos fundamentales con un 
enfoque intercultural se estima que la administración de justi-
cia constitucional debe tener también un enfoque intercultural, 
porque, no solo en Lima o en las capitales de departamentos y/o 
provincias se suscitan situaciones de amenaza o vulneración a 
derechos fundamentales. Por el contrario, las zonas alejadas del 
centralismo, que aún fustiga al país, constituyen los focos geográ-
ficos en los que la población ha sido históricamente víctima de 
lesión de diversos derechos fundamentes.19

Cabe añadir, que el enfoque intercultural en la justicia consti-
tucional resulta urgente y esencial también porque así se recono-
ce y promueve la coexistencia en igualdad de distintas culturas y 
modos de concebir la realidad, que parten de la historia y el de-
sarrollo de los grupos humanos existentes al interior de nuestro 
territorio, en todos los sectores o ámbitos que abarca. 

V. Barreras normativas al acceso a la justicia 
constitucional de los Pueblos indígenas del Perú y 

propuesta led reforma constitucional para eliminarlas

La Ley 31307 que aprueba el Nuevo Código Procesal Constitu-
cional, vigente de manera efectiva desde julio de 2021 consti-
tuye el marco normativo de los procesos constitucionales de la 
libertad y los orgánicos. Si bien en su texto se hace una mención 
al uso de las lenguas originarias en los procesos constitucionales 
de la libertad continua con el silencio cómplice en relación con 
el acceso a la jurisdicción constitucional orgánica, por ejemplo, 
para quienes no tienen al castellano como lengua originaria, lo 
cual equivale a desconocer nuestra diversidad étnica, lingüística 
y cultural. Situación, que no se condice con un Estado Constitu-
cional Intercultural de Derecho en el que, entre otros, el acceso 
a la justicia constitucional debe estar garantizado a todos los pe-
ruanos (a) en igualdad de condiciones seamos o no hispanoha-
blantes, pues, lo contrario constituiría avalar una discriminación.

19	 Cfr. Informe Final de la Comisión de la Verdad y Reconciliación, http://
www.cverdad.org.pe/ifinal/
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Cabe señalar que la complicidad no solo es normativa, sino 
también jurisprudencial, pues los jueces constitucionales sean 
del Poder Judicial o del Tribunal Constitucional han guardado 
silencio al respecto, a saber, en su jurisprudencia no han reco-
nocido el derecho de los peruanos que no son hispanohablan-
tes presentan demandas constitucionales orgánicas en su lengua 
originaria. Por lo que, resulta necesario urgente cambiar dicha 
circunstancia.

No obstante, lo identificado es consecuencia de un recono-
cimiento de la diversidad lingüística restringida en el artículo 48 
de la Constitución actual, por lo cual se propone una reforma 
constitucional por la cual se consagre el derechos de los perua-
nos hablantes de lenguas originarias, a que están no solo sean o 
tengan la condición de oficiales en una zona en la que su uso se 
predominante; sino, que sean oficiales a lo largo del territorio 
nacional. Lo expresado está en concordancia con el criterio ob-
jetivo de identificación prescrito en el artículo 1 del Convenio 
169 del Organización Internacional del Trabajo (OIT), que tal 
como ha señalado nuestro Tribunal Constitucional20 forma parte 
de nuestro derecho nacional con rango constitucional.

VI. Iniciativas del Poder Judicial y Tribunal 
Constitucional que fomentan un adecuado acceso a la 

justicia constitucional de los pueblos indígenas del Perú

En lo que corresponde a la actuación del Poder Judicial y Tribu-
nal Constitucional, para permitir y favorecer el acceso a la justi-
cia constitucional de los pueblos originarios del Perú se advierte 
que el primero tiene ventaja sobre el segundo. A saber, mediante 
resolución Administrativa 202-2011-P-PJ creó la Comisión de 
Trabajo sobre Justicia Indígena y Justicia de Paz, la que viene de-
sarrollando una serie de eventos, documentos, etcétera.

Además, ha implementado la realización anual de los Con-
gresos Internacionales de Justicia Intercultural en los que repre-
sentantes indigenas que administran justicia en sus respectivas 

20	  Tribunal Constitucional STC 06316-2008-PA/TC, pp. 18 y 19.
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comunidades campesinas y nativas intercambian saberes y expe-
riencia con jueces y estudios del derecho. En lo concerniente a 
su jurisprudencia, se aprecia que el Poder Judicial con el Acuerdo 
Plenario 001-2009/CJ-116 Rondas campesinas y derecho penal 
estableció pautas a seguir en los procesos penales en lo que estén 
involucrados ronderos.

En lo relacionado a la formación de los jueces o aspirantes 
a jueces a cargo de la Academia de la Magistratura se destaca la 
inclusión de cursos sobre justicia intercultural. Con particular 
regocijo vemos que hoy se imparten incluso cursos en idioma 
distinto al castellano en aquellas Cortes de Justicia en las que pre-
dominen. 

Para finalizar, corresponde expresar que nuestro Tribunal 
Constitucional a través de su jurisprudencia ha desarrollado el 
contenido de algunos derechos inherentes a los integrantes de 
los pueblos indígenas y que a su interno también ha implantado 
una seri de políticas que busca promover el uso de las lenguas 
originarias.

VII. Conclusiones

Los diversos conflictos sociales que se presentan tanto a nivel del 
Estado como de las empresas extractivas y las minorías cultura-
les, nacionales, étnicas, lingüísticas, tienen como punto de parti-
da común el reconocimiento de la diversidad, la cual es reclama-
da por diversos grupos, y que la reivindican como relevante para 
desarrollar sus proyectos de vida, materializando de esta forma 
el derecho humano a la vida. Por ello se puede concluir que estos 
grupos se sienten unidos en la medida en que se oponen a toda 
política de homogeneización y asimilación en sociedades más 
amplias.

En este contexto surge la noción de multiculturalismo, con-
cepto proveniente de las ciencias sociales que ha sido estudiado 
desde diversas perspectivas. De forma análoga, también se ha 
acuñado el concepto de pluralismo, el cual ostenta sus propios 
principios, e implica que se aceptan las diferencias y no se bus-
ca eliminarlas, teniendo como meta la integración. Finalmente 
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tenemos a la interculturalidad, que es un proceso de superación 
de desigualdades, no de diferencias, sobre un constante diálogo 
intercultural.

Para el caso latinoamericano y sobre todo peruano, es más 
propicio emplear el término interculturalidad cuando se aborden 
temas sobre los derechos de las comunidades campesinas y co-
munidades amazónicas y ello porqué este concepto involucra no 
solo el reconocimiento a las diferencias (multiculturalismo), sino 
que adicionalmente se mantiene el objetivo de seguir integrados 
(pluralismo), pero dicha integración debe ser dialogada; esto es, 
debe darse espacio al reconocimiento mutuo y al aprendizaje re-
cíproco (culturas diferentes a la mayoritariamente presentes en 
la sociedad).

La expresión “pueblos indígenas” en la actualidad cuenta con 
reconocimiento internacional y está referido a los pueblos colo-
nizados del mundo, los cuales, pese a una presencia territorial 
antecesora a la creación de los Estado nacionales, no han sido 
considerados en los procesos de toma de decisiones, que afectan 
sus vidas, recursos y culturas. 
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